
LLAMAMIENTO INTERNACIONAL: 
CON IVÁN CEPEDA Y AÍDA QUILCUÉ, POR LA DEMOCRACIA, 

LA PAZ Y LA JUSTICIA SOCIAL EN COLOMBIA

 El pasado 31 de mayo se celebró la primera vuelta de las elecciones presidenciales en 

Colombia. El 21 de junio, en la segunda vuelta, el pueblo colombiano decidirá el rumbo del 

país. En ese marco, las candidaturas de Iván Cepeda y Aída Quilcué, del Pacto Histórico, 

representan la apuesta por profundizar el camino de transformaciones democráticas y sociales 

abierto en los últimos años. Está en juego la posibilidad de seguir avanzando en la construcción 

de la paz, la ampliación de la democracia, la defensa de los derechos humanos, la justicia 

social, la soberanía nacional y el reconocimiento efectivo de los derechos de los pueblos 

indígenas, afrodescendientes, campesinos y de todas las comunidades históricamente 

excluidas.

En este contexto, reiteramos que corresponde exclusivamente al pueblo colombiano decidir 

libremente su futuro. Rechazamos cualquier forma de injerencia, presión, amenaza o 

condicionamiento externo sobre el proceso electoral. Ningún gobierno, poder económico 

o actor extranjero tiene derecho a tutelar la voluntad soberana de Colombia ni a utilizar 

decisiones políticas, diplomáticas o comerciales para favorecer una candidatura. El principio 

es claro: no injerencia y respeto a la voluntad popular.

Colombia ha sufrido durante décadas las consecuencias de la violencia política, el 

desplazamiento forzado, el paramilitarismo, la persecución contra dirigentes sociales, 

sindicales, campesinos, indígenas y populares, y el asesinato de quienes han defendido la paz 

y los derechos humanos. Los acuerdos y procesos de paz han sido fruto de enormes sacrificios 

y de la movilización persistente de amplios sectores de la sociedad colombiana. Preservar y 

profundizar esos avances constituye una responsabilidad democrática que trasciende las 

fronteras del país.



Ante las denuncias públicas sobre posibles irregularidades en el proceso electoral, reclamamos 

a las autoridades colombianas la máxima transparencia, plenas garantías democráticas, 

trazabilidad en el escrutinio oficial, acceso de las fuerzas políticas a toda la información 

necesaria y mecanismos efectivos para la verificación de cada mesa. La voluntad popular 

debe ser respetada sin manipulaciones, presiones ni desconocimiento de los procedimientos 

institucionales establecidos. Asimismo, advertimos sobre los riesgos contemporáneos de 

manipulación digital y desinformación como amenazas directas a la integridad del debate 

público y a la confianza ciudadana en el proceso democrático.

La defensa de la democracia colombiana exige impedir cualquier retroceso hacia los tiempos 

más oscuros de la violencia política, la exclusión social y la subordinación de las instituciones 

a intereses particulares. Exige, al mismo tiempo, fortalecer la participación popular, garantizar 

los derechos sociales, proteger a quienes defienden la vida y consolidar la soberanía de 

Colombia frente a cualquier forma de tutela extranjera. En esa línea, reconocemos la 

centralidad de la defensa de la vida como principio político y democrático, y el papel que 

ha tenido el presidente Gustavo Petro en instalar esa orientación en el debate público nacional 

e internacional.

Por todo ello, llamamos a los partidos políticos, organizaciones sindicales, movimientos 

sociales, organizaciones feministas, juveniles, campesinas, indígenas, afrodescendientes, 

ecologistas, defensoras de los derechos humanos y fuerzas democráticas y progresistas 

de todo el mundo a expresar públicamente su compromiso con la defensa de la democracia 

en Colombia, el respeto a la soberanía popular, la paz y los derechos humanos; y a acompañar, 

desde ese marco, la exigencia de garantías plenas y verificables para la jornada electoral.

Colombia representa en esta fase una batalla decisiva por más democracia, más justicia 

social y más paz. Las fuerzas progresistas somos conscientes de la importancia histórica de 

este momento y afirmamos nuestra solidaridad con el pueblo colombiano en la defensa de su 

derecho a decidir, sin injerencias, y con garantías plenas.


